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Con fecha de 21 de abril de 2015 tuvo en-
trada en el Consejo Económico y Social es-
crito del Ministerio de Sanidad, Servicios
Sociales e Igualdad en el que se solicitaba,
al amparo de lo dispuesto en el artículo
7.1.1.a) de la Ley 21/1991, de 17 de junio, de
Creación del Consejo Económico y Social,
que el CES emitiera dictamen sobre el Ante-
proyecto de Ley de Resolución alternativa
de conflictos de consumo. Dicha solicitud
fue trasladada a la Comisión de Trabajo de
Salud, Consumo, Asuntos Sociales, Educa-
ción y Cultura para la elaboración de una
propuesta de dictamen.

El Anteproyecto de Ley viene acompa-
ñado de una Memoria del análisis de im-
pacto normativo, regulada según el Real
Decreto 1083/2009, de 3 de julio, en la que,
en un único documento, se incluyen los
apartados siguientes:

1. Ficha del resumen ejecutivo.
2. Oportunidad de la propuesta, donde se

expone la motivación y los objetivos de
la norma, así como las alternativas de la
misma.

3. Contenido, análisis jurídico y descrip-
ción de la tramitación.

1. Antecedentes

DICTAMEN 5 2015

SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL PLENO 13 DE MAYO DE 2015

Sobre el Anteproyecto de Ley de Resolución alternativa
de conflictos de consumo

De conformidad con las competencias atribuidas al Consejo Económico y Social
por la Ley 21/1991, de 17 de junio, previo análisis y tramitación por la Comisión
de Trabajo de Salud, Consumo, Asuntos Sociales, Educación y Cultura, y de
acuerdo con el procedimiento previsto en el Reglamento de organización y fun-
cionamiento interno, el Pleno del Consejo Económico y Social aprueba en su se-
sión extraordinaria del día 13 de mayo de 2015 el siguiente dictamen:
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4. Análisis de impactos. En este apartado
se contemplan los siguientes epígrafes:
adecuación de la norma al orden de
competencias, impacto económico ge-
neral, efectos en la competencia en el
mercado, análisis de las cargas adminis-
trativas, impacto presupuestario, im-
pacto por razón de género y otros
impactos.

Asimismo, la Memoria del análisis de
impacto normativo viene acompañada por
un Anexo en el que se expone la valoración
de las cargas administrativas del Antepro-
yecto de Ley, así como las corresponden-
cias entre las disposiciones de la Directiva
—objeto de transposición— y las del Ante-
proyecto de Ley.

En España, cabe recordar que el artículo
51 de la Constitución establece que los po-
deres públicos garantizarán la defensa de
los consumidores y usuarios, protegiendo,
mediante procedimientos eficaces, la segu-
ridad, la salud y los legítimos intereses eco-
nómicos de los mismos. Este principio
rector de la política social y económica
tuvo un primer desarrollo primordial a tra-
vés de la Ley 26/1984, de 19 de julio, gene-
ral para la Defensa de los consumidores y
usuarios, que desarrolló el cuadro funda-
mental de los derechos y obligaciones que
configuran su defensa.

Desde la aprobación de dicha norma
hasta la actualidad ha tenido lugar un in-
tenso proceso de expansión de las normas
protectoras de los derechos de los consu-
midores y usuarios en España, confor-

mando un avanzado entramado normativo,
que en varias ocasiones ha sido impulsado
por la necesaria incorporación de diversas
directivas comunitarias que afectaban di-
rectamente a los derechos de los consumi-
dores y usuarios, dando lugar en varias
ocasiones a la modificación de la Ley
26/1984. Sin ánimo de exhaustividad, valga
recordar, en este sentido, la Ley 7/1998, de
13 de abril, sobre Condiciones generales de
la contratación, que abordó la transposición
a nuestro ordenamiento de la Directiva
93/13/CEE, del Consejo, de 5 de abril de 1993,
sobre las cláusulas abusivas en los contra-
tos celebrados con los consumidores; y el
Real Decreto 1801/2003, de 26 de diciem-
bre, sobre seguridad general de productos,
que traspuso la Directiva 2001/1995/CE, del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de
diciembre de 2001, relativa a la seguridad
general de productos. Por su parte, la Ley
23/2003, de 10 de julio, de Garantías en la
venta de bienes de consumo realizó ya una
primera habilitación al Gobierno para que,
en el plazo de tres años, procediera a refun-
dir en un único texto la Ley de Defensa de
los consumidores y las normas de transpo-
sición de las directivas comunitarias dicta-
das en la materia, tarea que finalmente se
llevó a cabo tras una nueva habilitación
contenida en la Ley 44/2006, general de
Mejora de la protección de los consumido-
res y usuarios.

Dicha refundición se llevó a cabo final-
mente con el Real Decreto legislativo
1/2007, de 16 de noviembre, por el que se
aprueba el texto refundido de la Ley general
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para la Defensa de los consumidores y
usuarios y otras leyes complementarias
(en adelante, LGDCU). Se trataba en este úl-
timo caso de una serie de normas directa-
mente relacionadas con la protección de
los consumidores y usuarios, resultado de
la transposición de diversas Directivas co-
munitarias, como la Ley 26/1991, de 21 de
noviembre, sobre Contratos celebrados
fuera de los establecimientos mercantiles;
la Ley 22/1994, de 6 de julio, de Responsa-
bilidad civil por los daños causados por
productos defectuosos; o la Ley 21/1995, de
6 de julio, sobre Viajes combinados.

En el concreto ámbito de la resolución
de conflictos de consumo, cabe señalar que
la citada Ley 26/1984, en su artículo 31, dis-
puso que el Gobierno estableciera un Sis-
tema Arbitral de Consumo. Pocos años
después, la Ley 36/1988, de 5 de diciembre,
de Arbitraje llevó a cabo una reforma en
profundidad del arbitraje para que esta ins-
titución resultara apta no solo para resolver
los litigios planteados en el marco de com-
plejas relaciones mercantiles o de aisladas
relaciones jurídico-civiles, sino también
para eliminar conflictos como los que se
producen en el trafico jurídico en masa, me-
diante la autonomía de la voluntad de las
partes. Se abría paso así a la creación de ins-
tancias arbitrales en el ámbito de la protec-
ción de los consumidores y usuarios —junto
a otros ámbitos, como los seguros, la propie-
dad intelectual o la ordenación del trans-
porte terrestre— a los que la Ley de Arbitraje
serviría de norma complementaria, espe-
cialmente desde el punto de vista procesal.

Posteriormente, en 1993, el sistema ar-
bitral de consumo se formalizó legalmente
mediante el Real Decreto 636/1993, de 3 de
mayo, que lo configuró como un sistema
gratuito basado en la participación de con-
sumidores, productores y administración
competente; de sometimiento voluntario y
carácter vinculante y ejecutivo para las
partes. Más adelante la Ley 60/2003, de 23
de diciembre, de Arbitraje, que abordó una
nueva reforma en profundidad de la insti-
tución, establece explícitamente en su dis-
posición adicional única su aplicación
supletoria al arbitraje de consumo, estable-
ciendo que en sus normas de desarrollo
podrá establecer la decisión en equidad,
salvo que las partes opten expresamente
por el arbitraje en derecho.

Más adelante, la Ley 44/2006, general
de Mejora de la protección de los consumi-
dores y usuarios, en su disposición final
sexta, previó que en el plazo de un año
desde la entrada en vigor de la misma el
Gobierno dictaría una nueva regulación del
Sistema Arbitral de Consumo, regulando
también el arbitraje virtual. En cumpli-
miento de dicha disposición, se dictó el vi-
gente Real Decreto 231/2008, de 15 de
febrero, que regula el sistema arbitral de
consumo y deroga el anterior Real Decreto
636/1993, por el que se formalizó legal-
mente años atrás el Sistema Arbitral de
Consumo, conforme a lo previsto en los
artículos 57 y 58 de la LGDCU, que recogen
el régimen jurídico general del arbitraje de
consumo. Este real decreto mantuvo las ca-
racterísticas esenciales del arbitraje de
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consumo, introduciendo las modificaciones
necesarias para incrementar la seguridad
jurídica de las partes y la homogeneidad
del sistema, como presupuestos necesarios
para reforzar la confianza en él de empre-
sas o profesionales y consumidores o usua-
rios, asegurando el recurso a este sistema
extrajudicial de resolución de conflictos
que, como tal, es de carácter voluntario.
Con este objetivo, el Real Decreto daba res-
puesta a cuestiones que, ante la falta de re-
gulación expresa, habían sido objeto de
controversias en las Juntas Arbitrales de
Consumo, llevando a pronunciamientos
dispares. Se aclaraban, así, cuestiones tales
como las materias que pueden ser objeto
de arbitraje de consumo, la regulación
aplicable a la actividad de las Juntas Arbi-
trales de Consumo y a los órganos a los
que se encomienda la resolución del con-
flicto, la admisibilidad de la reconvención
en el arbitraje de consumo y el papel de la
mediación en el procedimiento arbitral,
absteniéndose de regular este instituto de
resolución de conflictos, por congruencia
con las competencias autonómicas sobre la
materia.

El Real Decreto 231/2008 fue poste-
riormente modificado, de manera muy li-
mitada, por el Real Decreto 863/2009, de
14 de mayo, como consecuencia de los re-
querimientos de incompetencia plantea-
dos al Gobierno de la nación por parte de
los Gobiernos de las comunidades autóno-
mas de Cataluña y Valencia, en relación
con su artículo 51.2, relativo al arbitraje de
consumo electrónico.

Por su parte, las comunidades autóno-
mas cuentan con sus propias leyes de de-
fensa de los consumidores y usuarios y
algunas de ellas, en sus Estatutos de Au-
tonomía, se refieren a los sistemas alter-
nativos de resolución de conflictos de
consumo.

El procedimiento arbitral se comple-
menta con la labor de las Oficinas Munici-
pales de Información al Consumidor
(OMICs). Su finalidad es informar, orientar
y educar a los consumidores para el ade-
cuado ejercicio de sus derechos. Concre-
tamente, estas atienden y tramitan las
quejas, reclamaciones y denuncias de los
consumidores realizando las mediaciones
o conciliaciones oportunas para la resolu-
ción de los conflictos. Al mismo tiempo,
las OMICs ostentan una labor de promo-
ción e información sobre el Sistema Arbi-
tral de Consumo.

Valga señalar que a lo largo de las últi-
mas décadas, el impulso a la resolución ex-
trajudicial de conflictos de consumo ha
venido impulsada, en buena medida, desde
las instituciones comunitarias. Recuérdese
que la particular adecuación de este tipo de
procedimientos (arbitrales) a los litigios en
materia de consumo fue reconocida ya por
la Comisión Europea en su “Libro Verde.
Acceso de los consumidores a la justicia y
solución de litigios en materia de consumo
en el mercado único” en noviembre de 1993.
En los últimos quince años, las instituciones
comunitarias han llevado a cabo diversas ac-
tuaciones dirigidas a fomentar y perfeccio-
nar los mecanismos extrajudiciales de
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solución de conflictos de consumo, tales
como la adopción de las recomendaciones
(de la Comisión Europea) 98/257/CE, de
30 de marzo de 1998, relativa a los princi-
pios aplicables a los órganos responsables
de la solución extrajudicial de los litigios
en materia de consumo (que proponen o
imponen una solución) y 2001/310/CE, de
4 de abril de 2001, relativa a los principios
aplicables a los órganos extrajudiciales de
resolución consensual de litigios en mate-
ria de consumo; y la publicación de la Re-
solución (del Consejo Europeo) de 25 de
mayo de 2000 relativa a la creación de una
red comunitaria de órganos de solución.
No obstante, dichas actuaciones resulta-
ron insuficientes para garantizar el ac-
ceso de los consumidores a este tipo de
procedimientos en todas las áreas geográ-
ficas y sectoriales de la Unión Europea y
quince años después los consumidores y
empresarios continuaban sin conocer las
vías de recurso extrajudicial, lo que viene
a constituir un obstáculo para el mercado
interior.

Ante esta situación, la Comisión
Europea, en su Comunicación de 13 de
abril de 2011 titulada Acta del Mercado
Único (doce prioridades para estimular el
crecimiento y reforzar la confianza), iden-
tificó como obstáculo para la consecución
del fin perseguido la legislación sobre re-
solución alternativa de conflictos, inclui-
dos los derivados del comercio electrónico,
motivo por el cual fijó como una de las
doce prioridades el desarrollo de esta le-
gislación para tratar así de estimular el cre-

cimiento, reforzar la confianza y avanzar
en la realización del Mercado Único.

En aras de contribuir a alcanzar la ci-
tada finalidad y mantener un elevado
nivel de protección del consumidor, se
aprobó la Directiva 2013/11/UE del Parla-
mento Europeo y del Consejo, de 21 de
mayo de 2013, relativa a la resolución al-
ternativa de litigios en materia de con-
sumo y por la que se modifica el
Reglamento (CE) núm. 2006/2004 y la Di-
rectiva 2009/22/CE; y el Reglamento (UE)
núm. 524/2013 del Parlamento Europeo y
del Consejo, de 21 de mayo de 2013, sobre
resolución de litigios en línea en materia
de consumo y por el que se modifica el
Reglamento (CE) núm. 2006/2004 y la Di-
rectiva 2009/22/CE, ambos instrumentos
interrelacionados y complementarios. La
Directiva 2013/11/UE viene a obligar a los
Estados miembros a garantizar a los consu-
midores la posibilidad de que sus reclama-
ciones sean resueltas por entidades que
ofrezcan procedimientos de resolución de
litigios que sean independientes, imparcia-
les, transparentes, efectivos, rápidos y jus-
tos. Por su parte, el Reglamento prevé la
creación de una plataforma europea que fa-
cilite la resolución extrajudicial de litigios de
consumo derivados de la contratación en
línea, constituyendo una suerte de “ventani-
lla única” para los consumidores y usuarios.

El Anteproyecto de Ley objeto de dicta-
men incorpora al Derecho español la men-
cionada Directiva 2013/11/UE del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de
2013, garantizando a los consumidores el
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acceso a entidades de resolución alternativa
de conflictos de consumo, que tras acredi-
tar los requisitos de calidad exigidos de
forma armonizada hayan sido notificadas a
la Comisión Europea para su inclusión en el
listado único de entidades notificadas por
los diferentes Estados miembros. El recurso
a estas entidades y sus procedimientos se
configura por el Anteproyecto, de forma ge-
neral, como voluntario para las partes a ex-
cepción de que una norma establezca la
obligatoriedad de recurrir a procedimien-
tos gestionados por este tipo de entidades,
sin que se pueda impedir en este caso su ac-
ceso al sistema judicial.

Los conflictos a los que se refiere esta
Ley son aquellos de carácter nacional o
transfronterizo surgidos entre un consu-
midor y un empresario con ocasión o
como consecuencia de un contrato de
compraventa o de servicios, celebrado o
no a través de Internet, con independen-
cia del sector económico al que correspon-
dan, excluyéndose de su ámbito de
aplicación los servicios no económicos de
interés general, las reclamaciones referi-
das a servicios relacionados con la salud y
las reclamaciones dirigidas a prestadores
públicos de enseñanza. Del mismo modo
quedan fuera de su ámbito de aplicación:
los conflictos entre empresarios, la nego-
ciación directa entre el consumidor y el
empresario, los procedimientos iniciados
o gestionados por los empresarios, así
como los intentos de un juez para resolver
un litigio en el marco de un procedimiento
judicial relativo a dicho litigio.

Según contempla la Memoria que
acompaña al Anteproyecto de Ley, este va
a tener efectos sobre la economía en gene-
ral que se plasmarán en la estimulación del
crecimiento y en el refuerzo de la con-
fianza en el mercado interior único por el
establecimiento de una normativa común
a nivel de la Unión Europea. En el caso de
España, la Memoria prevé, como efecto de
la norma, la creación de un marco legal
sobre resolución de conflictos en materia
de consumo dotado de mayor claridad y
eficacia. Por otro lado, la Memoria contem-
pla que el Anteproyecto de Ley va a tener
efectos positivos sobre la competencia en
el mercado, incorporará nuevas cargas ad-
ministrativas, no tendrá impacto presu-
puestario alguno y gozará de un impacto
por razón de género nulo.

El CES ha tenido la oportunidad de pro-
nunciarse, en diversas ocasiones, sobre di-
ferentes aspectos relacionados con la
protección de los derechos de los consumi-
dores y usuarios. A este respecto, cabe citar
los Dictámenes 9/2005 sobre el Antepro-
yecto de Ley de Mejora de la protección de
los consumidores y usuarios; 2/2007 sobre
el Proyecto de Real Decreto legislativo por
el que se aprueba el texto refundido de la
Ley general para la Defensa de los consu-
midores y usuarios; 1/2008 sobre el Ante-
proyecto de Ley por el que se modifica el
Régimen legal de la competencia desleal
para la mejora de la protección de los con-
sumidores y usuarios; 2/2008 sobre el An-
teproyecto de Ley sobre el Libre acceso y
ejercicio de las actividades de servicios;
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2/2009 sobre el Anteproyecto de Ley de
Modificación de diversas leyes para su
adaptación a la Ley sobre el Libre acceso a
las actividades de servicios y su ejercicio y
8/2011 sobre el Anteproyecto de Ley por la
que se regulan los Servicios de atención al
cliente destinados a los consumidores y
usuarios.

Asimismo, el CES ha elaborado hasta el
momento dos informes a iniciativa propia
que abordaban desde distintos enfoques la
situación de la protección de los consumi-
dores y usuarios en nuestro país. En el pri-
mero de ellos, el Informe 1/1999 sobre los
Derechos del consumidor y la transparen-
cia de mercado, se incorporaba un capítulo
dedicado a la protección jurídica, garantías
y responsabilidades, incluyendo una serie
de reflexiones sobre el sistema arbitral de
consumo. El segundo, el Informe 2/2008
sobre los Nuevos modelos de consumo en
España, ponía de relieve la transformación
en los hábitos de consumo en las últimas
décadas. Entre las tendencias más destaca-
bles, señalaba cómo la globalización de las
economías se había trasladado a las prác-

ticas sociales de modo que la transnacio-
nalidad de los mercados y del origen de los
productos eran componentes habituales de
los actos de consumo. Otras tendencias que
marcaban el cambio en las pautas de con-
sumo y que interactúan con los cambios en
el comportamiento de los consumidores
eran las que se relacionaban con los nue-
vos lugares de compra y medios de pago así
como la diversidad y sofisticación de las
nuevas estrategias de publicidad y comu-
nicación comercial.

En este entorno de consumo cada vez
más complejo, el CES ha ido señalando en
dichos informes y pronunciamientos cómo
lo que constituye un avanzado y amplio
marco jurídico de la protección del consu-
midor debe completarse con una mayor
claridad del entramado normativo, así
como con una efectiva protección jurídica,
administrativa y técnica del consumidor en
las situaciones de inferioridad, subordina-
ción o indefensión que culmine con la re-
paración de los daños y perjuicios que
sufran los consumidores y usuarios en de-
terminadas operaciones.

El Anteproyecto sometido a dictamen
consta de treinta y nueve artículos, es-
tructurados en seis títulos, así como de
cuatro disposiciones adicionales, una dis-
posición derogatoria y seis disposiciones
finales.

Título I. Disposiciones generales

En el título I, que comprende los artículos 1
a 5, se establece el objeto (artículo 1) y el ám-
bito de aplicación de esta Ley (artículo 2),
así como una serie de precisiones a cuenta

2. Contenido
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de la resolución de conflictos transfron-
terizos (artículo 3), los efectos de los
procedimientos de resolución alterna-
tiva de conflictos en materia de consumo
en los plazos de prescripción y caduci-
dad (artículo 4), y las obligaciones de
confidencialidad y protección de datos
(artículo 5).

Título II. Procedimientos de resolución
alternativa de conflictos

El título II se estructura en dos capítulos y
comprende los artículos 6 a 16.

Capítulo I. Principios y requisitos
En este capítulo, que abarca los artículos 6
a 12, se regulan los principios y requisitos a
los que han de ajustarse los procedimien-
tos de resolución alternativa de conflictos,
señalando, en primer lugar, que estos pro-
cesos pueden tener para las partes un re-
sultado vinculante o no (artículo 6). En el
supuesto de tratarse de procedimientos
que tengan un resultado vinculante para
el consumidor y determinen la privación
de su derecho a recurrir ante los órganos
judiciales, se establecen dos principios es-
pecíficos: el principio de libertad (artículo
7) y el de legalidad (artículo 8). En base al
primero, se declara el carácter no vincu-
lante para el consumidor de los acuerdos
de sometimiento previos al surgimiento
del conflicto. Este principio ya había sido
incorporado en el apartado 4 del artículo

57 del texto refundido de la Ley general
para la Defensa de los consumidores y
usuarios y otras Leyes complementarias,
aprobado por el Real Decreto legislativo
1/2007, de 16 de noviembre, en la modifi-
cación efectuada por la Ley 3/2014, de 27
de marzo, ampliando al Sistema Arbitral de
Consumo la no validez del compromiso ar-
bitral del consumidor, previo a la disputa,
que hasta entonces se consideraba válido y
vinculante. El segundo principio aplicable
a este tipo de procedimientos es el princi-
pio de legalidad, por el cual se determina
la aplicación en la decisión del conflicto del
derecho imperativo del Estado miembro
donde tenga su residencia el consumidor,
exista o no conflicto de leyes.

En este capítulo, se establecen asi-
mismo previsiones sobre la eficacia de
este tipo de procedimientos (artículo 9),
los derechos que ostentan las partes en los
mismos (artículo 10), los costes de estos
para los consumidores (artículo 11), que
en caso de no ser gratuitos no podrán su-
perar el importe de treinta euros, y la
igualdad y contradicción entre las partes
(artículo 12).

Capítulo II. Disposiciones generales
sobre los procedimientos de resolución
alternativa de conflictos
En el presente capítulo, que comprende
los artículos 13 a 16, se recogen una serie
de principios generales que han de inspi-
rar todos los procedimientos, con inde-
pendencia de su resultado, vinculante o no
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(artículos 13 y 14), y se enuncian, con ca-
rácter exhaustivo, los motivos por los que
una entidad puede negarse a admitir una
reclamación (artículo 15). Igualmente en
este capítulo II, se fija el plazo máximo
para resolver el conflicto y el contenido de
la decisión (artículo 16). Así, las partes de-
berán conocer la decisión adoptada en un
plazo máximo de noventa días naturales
desde la fecha en que la entidad haya reci-
bido el expediente completo de la reclama-
ción. Este plazo podrá ser prorrogado por
un periodo máximo idéntico al establecido,
cuando se trate de un conflicto en el que
concurra especial complejidad.

Título III. Las entidades de resolución
alternativa de conflictos

Este título, que abarca los artículos 17 a 21,
contiene, en primer lugar, una delimitación
conceptual de las entidades de resolución
alternativa de conflictos y los requisitos
que deben cumplir estas entidades, de na-
turaleza pública o privada, que gestionan
los procedimientos de resolución (artículo
17). Estas entidades deberán disponer de
un estatuto o reglamento propio en el que
se desarrollen con detalle los procedimien-
tos que lleven a cabo y amplia información
relativa a su organización, estructura y fi-
nanciación (artículo 18).

En cuanto a las obligaciones previstas
que estas entidades deben cumplir (artícu-
los 19 y 20), se encuentran las de informa-
ción, a las que se debe dar publicidad. Estas

tienen como finalidad dotar a las entidades
de mayor transparencia en cuanto a su or-
ganización, actividad y desarrollo de los
procedimientos.

Finalmente, en este título se prevé
que para asegurar la calidad de los pro-
cedimientos, se atribuye a las entidades
de resolución la responsabilidad en la for-
mación inicial y continua de las personas
encargadas de la resolución de los conflic-
tos (artículo 21).

Título IV. Estatuto de las personas
encargadas de la decisión del conflicto

El título IV, que comprende los artículos
22 a 26, contempla el estatuto mínimo de
las personas naturales que intervienen
como decisoras del conflicto. Así, se defi-
nen las condiciones para actuar como de-
cisor (artículo 22) y se establecen los
principios de independencia e imparciali-
dad que han de atender en todo momento
las personas decisorias (artículo 23). En
garantía de la imprescindible indepen-
dencia e imparcialidad de estas, cuando
exista cualquier circunstancia que pueda
originar un conflicto de intereses con las
partes, se establece la obligación de su abs-
tención y posterior sustitución en el pro-
cedimiento (artículo 24). Además, se
establecen diversos requisitos adicionales
para que en determinados supuestos se ga-
rantice, de manera efectiva, la independen-
cia de las personas decisorias (artículos
25 y 26).
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Título V. Procedimiento para la
acreditación, notificación e inclusión
de las entidades en el listado de la
Comisión Europea

En este título, que abarca los artículos 27 a
34, se regula el procedimiento para la acre-
ditación, notificación e inclusión de las en-
tidades en el listado único de la Comisión
Europea en el que figuran las entidades no-
tificadas por los diferentes Estados miem-
bros. Así, se establece cuáles serán las
autoridades competentes para la acredita-
ción de entidades y su inclusión en el listado
único de la Comisión Europea (artículo 27)
y el procedimiento de acreditación de las
entidades que tendrá carácter administra-
tivo (artículo 28). El procedimiento de acre-
ditación deberá ser resuelto en el plazo
máximo de seis meses y en el caso de no
existir resolución expresa, se entenderá
desestimada la solicitud de acreditación y no-
tificación (artículo 29). Una vez reconocida
la acreditación por la autoridad competente,
la entidad será incluida en el listado nacional
de entidades acreditadas (artículo 30).

Posteriormente, este título contempla
la notificación e inclusión en el listado de la
Comisión Europea, que correrá a cargo de
la Agencia Española de Consumo, Seguri-
dad Alimentaria y Nutrición, autoridad
competente y punto de contacto único con
la Comisión Europea (artículo 31); la actua-
lización de los datos de las entidades noti-
ficadas a la Comisión Europea (artículo
32); la baja en el listado de entidades de la
Comisión (artículo 33); y la obligación de

la Agencia Española de Consumo, Seguri-
dad Alimentaria y Nutrición de hacer pú-
blico y transmitir a la Comisión Europea
antes del 9 de julio de 2018, y posterior-
mente cada cuatro años, un informe sobre
el desarrollo y el funcionamiento de las en-
tidades de resolución alternativa de con-
flictos en materia de consumo incluidas en
el listado consolidado (artículo 34).

Título VI. Información y cooperación

En el título VI, que comprende los artícu-
los 35 a 39, se establece la información sobre
resolución alternativa de conflictos de con-
sumo que vienen obligados a prestar los
empresarios. Esta obligación afectará, sin
excepción alguna, a todos aquellos empre-
sarios que celebren contratos de compra-
venta o de servicios con consumidores, sin
perjuicio de que una norma de transposi-
ción del derecho comunitario pueda am-
pliar el contenido de dicha obligación
(artículo 35). El incumplimiento de la obli-
gación de información conllevará sanciones
para los empresarios (artículo 36).

Se regula en este título, igualmente, la
información que sobre las entidades notifi-
cadas e incluidas en el listado consolidado
deben proporcionar el Centro Europeo del
Consumidor y las Administraciones públi-
cas (artículo 37), la asistencia jurídica a los
consumidores en caso de conflictos trans-
fronterizos (artículo 38) y la cooperación
entre las entidades y las instituciones pú-
blicas ya señaladas (artículo 39).
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Disposiciones adicionales

Las cuatro disposiciones adicionales con-
tienen, respectivamente, la relación de esta
Ley con otras normas jurídicas, la necesa-
ria adaptación del Sistema Arbitral de Con-
sumo a lo previsto en la presente Ley, una
alusión a que esta norma no conlleva incre-
mento de gasto público, y algunas medidas
específicas para las entidades de resolu-
ción alternativa de conflictos en el ámbito
de la actividad financiera, entre ellas, la re-
ferencia a la previsión de una iniciativa le-
gislativa del Gobierno para la regulación
del sistema institucional de protección del
cliente financiero.

Disposición derogatoria única

Esta disposición deja sin efecto el apartado
4 del artículo 21 del texto refundido de la
Ley general para la Defensa de los consu-
midores y usuarios y otras leyes comple-
mentarias, aprobado por Real Decreto
legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, re-
ferido a la obligación de información de los
empresarios adheridos a un sistema extra-
judicial de conflictos que aparece recogida
en el artículo 13.1 y 2 de la Directiva rela-
tiva a la resolución alternativa de litigios en
materia de consumo y que ha sido incorpo-
rada en el artículo 35.1 y 2 de esta Ley.

Disposiciones finales

Las seis disposiciones finales contem-
plan, respectivamente, el título compe-
tencial; la habilitación para el desarrollo
reglamentario de esta Ley; la incorpora-
ción del derecho de la Unión Europea
(Directiva 2013/11/UE) al Derecho espa-
ñol que se lleva a cabo mediante la pre-
sente Ley; la modificación del apartado 3
del artículo 21 del texto refundido de la
Ley general para la Defensa de los consu-
midores y usuarios y otras Leyes comple-
mentarias, aprobado por Real Decreto
legislativo 1/2007, de 16 de noviembre (se
suprime la referencia a la obligación de
información atribuida a los empresarios
no adheridos a entidades de resolución
alternativa de conflictos, referencia que
se incorpora al artículo 35. 3 de esta Ley);
la reforma del apartado 1 del artículo 49
del Real Decreto 231/2008, de 15 de fe-
brero, por el que se regula el Sistema Arbi-
tral de Consumo, para así adaptar este
procedimiento a lo previsto en la presente
Ley, en cuanto al plazo máximo de resolu-
ción del conflicto con el objetivo de que las
Juntas Arbitrales de Consumo puedan ser
notificadas a la Comisión Europea en la
fecha prevista en la Directiva 2013/11/UE

que se transpone, garantizando así el ob-
jeto de esta, y la entrada en vigor de la
presente Ley.
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Dado el volumen y la complejidad alcan-
zada por los procesos de consumo en un
entorno cada vez más globalizado, con
una diversidad cada vez mayor de medios
de pago y lugares de compra, entre los que
el comercio electrónico se va afianzando
como una forma habitual de efectuar las
transacciones, el acceso de los consumi-
dores a la justicia constituye un reto de
importantes dimensiones para las Admi-
nistraciones públicas. Si bien el marco jurí-
dico de la protección del consumidor ha
evolucionado positivamente en las últimas
décadas, sigue siendo necesario un ejerci-
cio de constante mejora y adaptación a las
nuevas circunstancias para hacer efectiva
la protección de los derechos reconocidos
a los consumidores “mediante procedi-
mientos eficaces”, tal y como preconiza el
artículo 51 CE. La peculiaridad de los con-
flictos que se plantean entre consumido-
res/usuarios y productores/proveedores
de bienes y servicios, tanto por su fre-
cuencia como por la exigua cuantía de
muchas de las transacciones, demanda la
articulación y perfeccionamiento de sis-
temas extrajudiciales de resolución de
conflictos que, sobre la base del someti-
miento voluntario de las partes, propor-
cionen una respuesta rápida y adecuada a
las características de este tipo de contro-
versias, aminorando al mismo tiempo la li-
tigiosidad en el ámbito judicial.

Con carácter general, el CES valora po-
sitivamente la transposición al ordena-

miento jurídico español de la Directiva
2013/11/UE del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 21 de mayo de 2013, que aborda
el Anteproyecto, entendiendo que puede
contribuir efectivamente a facilitar el ac-
ceso de los consumidores a este tipo de en-
tidades de resolución alternativa de
conflictos de consumo, especialmente en
un ámbito que, como el de las transaccio-
nes virtuales y transfronterizas, requiere
incrementar las garantías para la mejora de
la confianza de los consumidores que re-
vierta en mayores niveles de competencia.
En opinión del CES, resulta particularmente
importante la armonización de los requisi-
tos de calidad para las entidades notifica-
das en el ámbito de la UE, constituyendo un
avance en la protección de los consumido-
res y las garantías del buen funcionamiento
del mercado, que hará las ventajas del mer-
cado único más tangibles para los ciudada-
nos. No obstante, en algunos aspectos que
se señalarán a lo largo del dictamen, la
transposición puede dar lugar a inseguri-
dad jurídica.

Precisamente por la importancia que
reviste la puesta en marcha de mecanismos
más efectivos para la resolución de conflic-
tos de consumo, resulta especialmente ne-
cesaria la claridad a la hora de delimitar el
objeto, el ámbito y los destinatarios de la
norma como aspectos sustanciales de la
misma.

A este respecto, cabe señalar que el An-
teproyecto contempla la misma definición

3. Observaciones generales
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de consumidores y usuarios que la Ley ge-
neral para la Defensa de los consumidores
y usuarios, si bien hay que tener en cuenta
que distintas normas sectoriales, en adap-
tación a su realidad, recogen conceptos no
exactamente coincidentes con la misma.
En aras de la necesaria seguridad jurídica,
sería deseable un mayor nivel de aproxi-
mación entre las distintas definiciones de
consumidores y usuarios.

En el caso de los servicios financieros,
tal y como se expone en la Memoria expli-
cativa, la Directiva que se transpone, al
igual que el Anteproyecto, les resulta de
aplicación general, incluyendo su contra-
tación a distancia. El CES estima que el An-
teproyecto plantea dudas sobre el encaje
de estos servicios en su ámbito de aplica-
ción y sobre su necesaria coherencia con la
normativa comunitaria y estatal específica
del sector, generando inseguridad jurídica
al remitir su regulación a una futura norma
y, al mismo tiempo, establecer que el sec-
tor debe acomodarse transitoriamente a las
previsiones del Anteproyecto en tanto se
apruebe aquella.

El CES entiende que es importante ga-
rantizar la igualdad en el acceso de los
consumidores y usuarios a este tipo de pro-
cedimientos, así como la homogeneidad de
sus requisitos mínimos de acceso y calidad,
que es necesario potenciar, independiente-
mente del territorio de residencia o del
lugar de la transacción. Desde este punto
de vista, el Anteproyecto suscita algunas
dudas en lo que se refiere a su ámbito de
aplicación. Así, el texto objeto de dictamen

prevé su aplicación a los procedimientos
de resolución extrajudicial de conflictos
de consumo, tanto nacionales como
transfronterizos (artículo 2), incluyendo
una definición expresa de estos últimos
(artículo 3), si bien elude recoger una defi-
nición de los primeros, como sí contempla
la Directiva que se transpone en su artículo
4.1.e). En diversas partes del articulado,
como en el artículo 8.1, se contienen previ-
siones para cuando el conflicto tenga “ca-
rácter nacional”. El CES entiende que el
Anteproyecto debería incorporar también
la definición de conflictos nacionales junto
a la de conflictos transfronterizos, adap-
tando en lo posible las previsiones de la Di-
rectiva a los principios generales del
ordenamiento jurídico civil y mercantil es-
pañol en cuanto al lugar de los contratos.

En este caso, aun cuando el tipo de con-
flictos que puedan ser objeto de controver-
sia no siempre hayan de derivarse de
transacciones electrónicas, el Anteproyecto,
siguiendo la literalidad de la Directiva, es-
tablece como circunstancia determinante
del carácter transfronterizo o no del con-
flicto el del lugar de residencia. No es la
primera vez que este criterio se introduce
en nuestro ordenamiento, pues ya lo esta-
blece la Ley 34/2002, de 11 de julio, de
Servicios de la sociedad de la información
y de comercio electrónico (artículo 29),
según la cual los contratos celebrados por
vía electrónica en los que intervenga
como parte un consumidor se presumirán
celebrados en el lugar en que este tenga
su residencia habitual. No obstante, esta
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previsión del Anteproyecto implicaría la
extensión de esta regla también a los con-
flictos derivados de contratos no suscritos
en línea, apartándose de la tradicional regla
general de que el contrato se presume cele-
brado en el lugar en que se hizo la oferta, en
virtud del artículo 1262.II in fine del Código
Civil y el artículo 54 del Código de Comer-
cio, tras la redacción dada a este último por
la citada Ley 34/2002. Comoquiera que de
la memoria explicativa no se desprende cla-
ramente que sea esa la intención del legisla-
dor, para dotar de mayor certidumbre a este
precepto debería aclararse en la redacción
del Anteproyecto la opción pretendida en
lo que se refiere a la definición de los con-
flictos de carácter nacional.

Por otro lado, si bien la defensa del con-
sumidor en sentido amplio es competencia
exclusiva de las comunidades autónomas,
según jurisprudencia reiterada del Tribu-
nal Constitucional el establecimiento de un
sistema arbitral de consumo resulta ser

materia incuestionablemente atribuida a la
competencia exclusiva del Estado (artículo
149.1 6 y 8 CE). Las diversas Administracio-
nes públicas vienen acordando de manera
generalizada, mediante los correspondien-
tes convenios específicos, la creación de
instituciones arbitrales en materia de con-
sumo, así como su promoción y apoyo. Al
margen del contenido de la disposición
final primera en cuanto al título competen-
cial del que dimana la norma, llama la aten-
ción a este respecto, en opinión del CES, la
ausencia en el Anteproyecto de previsiones
sobre la articulación de la necesaria coope-
ración de las Administraciones implicadas
en este ámbito, que hasta ahora se viene
llevando a cabo a través de órganos cole-
giados como la Comisión de las Juntas Ar-
bitrales de Consumo o el Consejo General
del Sistema Arbitral de Consumo, con com-
petencias para establecer criterios homo-
géneos en distintos ámbitos de la actividad
del Sistema Arbitral de Consumo.

Artículo 1. Objeto
Este artículo define como objeto de la Ley
el garantizar a los consumidores la posi-
bilidad de presentar reclamaciones de
consumo ante entidades de resolución al-
ternativa de conflictos acreditadas por la
autoridad competente que figuren incluidas
en la lista consolidada publicada por la Co-
misión Europea a que se refiere la norma.

En la redacción de este precepto el CES

echa en falta una referencia a la otra parte
del conflicto contra la que se presentan
las reclamaciones, a saber, los “comer-
ciantes”, siguiendo la terminología de la
redacción del artículo 1 de la Directiva,
que sí los menciona expresamente, o “em-
presarios”, que es el término que utiliza
el Anteproyecto.

4. Observaciones particulares
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Artículo 2. Ámbito de aplicación
El apartado 3 de este artículo contiene una
enumeración de exclusiones del ámbito de
aplicación de la Ley. Dado que en la enu-
meración que contiene no figuran las into-
xicaciones y otras relacionadas con la salud
y la integridad física de los consumidores
al margen de los servicios prestados por un
profesional sanitario (apartado 3.f ), surge
la duda a este Consejo sobre si se pueden
plantear conflictos por estas razones, tal y
como podría desprenderse de una lectura
conjunta de este precepto y el artículo 15.3
(causas de inadmisión al trámite de las re-
clamaciones), que sí contempla la posibili-
dad de inadmisión en el supuesto de
conflictos que versen sobre algunos de
estos motivos, si se tratara de una entidad
cuyo procedimiento finalizara con un re-
sultado vinculante para el consumidor.

Artículo 8. Principio de legalidad
en decisiones vinculantes
En opinión del CES, en el apartado 2 de este
artículo induce a confusión la mención a la
sujeción al Convenio de Roma de 19 de
junio de 1980 sobre la Ley aplicable a las
obligaciones contractuales, toda vez que el
Reglamento (CE) núm. 593/2008 del Parla-
mento Europeo y del Consejo, de 17 de
junio de 2008, sobre la ley aplicable a las
obligaciones contractuales (Roma I) ha ve-
nido a sustituir a dicho Convenio, asu-
miendo su contenido y transformándolo en
una norma comunitaria de directa aplica-
ción por los Estados.

Artículo 11. Costes de los procedimientos
La Directiva que se transpone establece, en
su artículo 8.c), que los Estados miembros
velarán porque los procedimientos de re-
solución alternativa sean eficaces y cum-
plan, entre una serie de requisitos, que el
procedimiento sea gratuito o se preste a
cambio de un precio simbólico para los
consumidores. En contra de la tradición de
gratuidad del acceso a estos procedimien-
tos predominante en nuestro país, el Ante-
proyecto introduce la posibilidad de que se
establezca una cuantía máxima de 30 euros
como coste simbólico para los consumido-
res. El CES considera que debería mante-
nerse como prioritaria la gratuidad para
ambas partes que, en cualquier caso, debe-
rían tener el mismo tratamiento a estos
efectos. Habida cuenta del carácter disua-
sorio que, especialmente en controversias
de pequeña cuantía, pueda tener el estable-
cimiento de un coste, resulta cuestionable
el carácter “simbólico” de dicha cuantía.

Artículo 15. Causas de inadmisión
a trámite de las reclamaciones
Este artículo, en su apartado primero, letra
e), contempla como motivo, por el cual las
entidades podrán negarse a tratar un con-
flicto, el hecho de que el valor de la preten-
sión sea inferior a 50 euros o superior a
3.000 euros. A juicio del CES, el estableci-
miento de dicha horquilla respecto del
valor de las pretensiones no está debida-
mente justificado ni en el propio Antepro-
yecto ni en la Memoria que lo acompaña,
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pudiendo resultar esta algo discrecional o
aleatoria. El CES considera que la manera
en que se transpone la Directiva en este
punto no resulta acertada, debiendo ajus-
tarse el texto del Anteproyecto a lo que
viene siendo la realidad de las reclamacio-
nes de consumo en nuestro país. Así hay
que tener en cuenta, por un lado, que un
importante volumen de las reclamaciones
de los consumidores es de reducida cuan-
tía, por lo que la fijación de ese umbral
mínimo limitaría notablemente las posibi-
lidades reales de acceso a estos procedi-
mientos. Por otro lado, del tenor literal del
artículo 5.4 de la Directiva, se infiere que
la fijación de un umbral mínimo de valor
de la pretensión es una potestad que se
ofrece a los Estados, que no necesaria-
mente tienen que hacer uso de ella.

Unido a lo anterior, el límite máximo de
la pretensión fijado (3.000 euros) se en-
cuentra muy por debajo del vigente en
estos momentos en la regulación del sis-
tema arbitral de consumo. Cabe recordar,
a este respecto, que la Directiva establece
que la fijación de límites no deberá ir en
menoscabo del acceso de los consumido-
res a sus procedimientos de resolución al-
ternativa de conflictos.

Respecto al artículo 15.3, que establece
las causas de posible inadmisión de la re-
clamación, el CES considera que el carácter
potestativo de la inadmisión en los supues-
tos a que se refiere (intoxicación, lesión,
muerte o existan indicios racionales de de-
lito) puede introducir un factor de incerti-
dumbre para las partes del conflicto, por lo

que debería buscarse una redacción que
proporcionara más certeza en estos su-
puestos.

Por su parte, este artículo, en su apartado
cuarto, dispone que cuando, de acuerdo
con sus normas de procedimiento, una en-
tidad inadmita una reclamación a trámite,
lo notificará al reclamante de forma moti-
vada en un plazo máximo de tres semanas
desde su recepción, considerándose en
este caso que se ha cumplido con la garan-
tía prevista en el artículo 1 del presente An-
teproyecto. Pues bien, en opinión del CES el
inciso final referido al cumplimiento de la
garantía recogida en el artículo 1 de esta
norma, que define como objeto de la Ley
“garantizar a los consumidores la posibili-
dad de presentar reclamaciones de con-
sumo”, puede inducir a confusión, por lo
que sería conveniente que se procediera a
su aclaración.

Artículo 16. Plazo y contenido
de la resolución del procedimiento
Este artículo, en su apartado primero, es-
tablece que el resultado del procedimiento
—de resolución alternativa de conflictos de
consumo— se dará a conocer a las partes
en un plazo máximo de noventa días natu-
rales desde la fecha en que la entidad haya
recibido el expediente completo de recla-
mación. A este respecto, en opinión de este
Consejo, sería deseable que, en aras de una
mayor certidumbre y seguridad jurídica de
las partes, se diera a conocer a estas la
fecha exacta de inicio del procedimiento.
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Artículo 17. Las entidades de resolución
alternativa de conflictos
En primer lugar, el CES considera que este
artículo debería incluir también el conte-
nido del artículo 6.3.d) de la Directiva que
se transpone, relativo a que la entidad de
resolución de litigios (es decir, no única-
mente las personas físicas encargadas de
su resolución) no tenga ningún vínculo je-
rárquico ni funcional con el comerciante y
esté claramente separada de las entidades
operativas del comerciante.

Este artículo, en su apartado cuarto,
contempla, entre otros extremos, que de
manera excepcional, en sectores en que
exista un alto nivel de conflictividad y es-
casa adhesión empresarial a entidades de
resolución alternativa, podrán ser acredi-
tadas y notificadas a la Comisión Europea
entidades en las que las personas deciso-
rias del conflicto estén empleadas o sean
retribuidas exclusivamente por el empre-
sario reclamado, siempre que no exista
vínculo jerárquico ni funcional con el em-
presario y su actividad esté claramente se-
parada de las entidades operativas del
empresario.

A juicio del CES, resultan inadecuadas
las referencias que se hacen en dicho apar-
tado cuarto a “un alto nivel de conflictivi-
dad” y a “escasa adhesión”, pues adolecen
de una excesiva imprecisión, sin que sea
posible discernir los criterios para su de-

terminación, lo que podría conducir a una
cierta arbitrariedad en su aplicación. Sería
conveniente una mayor concreción de
estos supuestos, en aras de una mejor in-
terpretación del precepto y de una mayor
seguridad jurídica de las partes.

Artículo 19. Obligaciones de
transparencia sobre los procedimientos
que ofrezcan y artículo 20. Obligaciones
de información de las entidades de
resolución alternativa de conflictos
sobre su organización, funcionamiento
y actividad
Estos artículos contienen las obligaciones
que deben cumplir las entidades, de natu-
raleza pública o privada, que gestionen los
procedimientos de resolución alternativa
de conflictos de consumo. El CES constata
la existencia de algunas reiteraciones en
ambos artículos. Así, y sin ánimo de ex-
haustividad, cabe señalar, entre otras, la
reiteración que se observa en la letra i) del
artículo 19 y en la letra g) del apartado pri-
mero del artículo 20. En opinión de este
Consejo, sería deseable una revisión de
ambas enumeraciones (una, relativa a las
obligaciones de transparencia sobre los
procedimientos que ofrezcan y, otra, sobre
la organización, funcionamiento y activi-
dad) evitando las reiteraciones que resul-
ten superfluas.
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5. Conclusiones

El CES remite las conclusiones del presente
dictamen a las que se desprenden de las

observaciones generales y particulares
contenidas en el mismo.

Madrid, 13 de mayo de 2015

V.º B.º El Presidente

Marcos Peña Pinto

La Secretaria General

Soledad Córdova Garrido
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La Directiva 2013/11/UE objeto de trans-
posición, en su artículo 2.2 no excluye de
su aplicación a los servicios financieros.
Esta exclusión sí se aplica a otros sectores
como los servicios no económicos de inte-
rés general, a determinados servicios rela-
cionados con la salud o los servicios de
enseñanza pública. Efectivamente, así lo
entiende el Anteproyecto que se presenta a
dictamen y que en su artículo 2.3, básica-
mente, viene a transcribir los sectores ex-
cluidos en la Directiva.

Además, en el artículo 27.2 establece
que en el ámbito del sector financiero las
autoridades competentes para la acredita-
ción y notificación de una entidad de reso-
lución alternativa de conflictos serán el
Banco de España, la CNMV y la Dirección
General de Seguros. Por lo tanto, entende-
mos que el sector financiero entra dentro
del ámbito de este Anteproyecto.

La disposición adicional cuarta esta-
blece que para el sector financiero solo será
acreditada una única entidad “que habrá de
ser constituida por Ley”. Sin embargo,

anuncia que el Gobierno remitirá a las Cor-
tes, en el plazo de diez meses desde la en-
trada en vigor de este Anteproyecto, un
proyecto de Ley que regule la organización
y las funciones de esta entidad de resolución
de conflictos en el ámbito financiero.

Los consejeros que presentamos la en-
mienda entendemos que esta remisión a
una futura e incierta legislación no está jus-
tificada. Así, con la actual redacción de la
disposición adicional cuarta se dejaría sin
efecto la aplicación de esta norma en el sec-
tor financiero, quedando de hecho excluido.

Por ello, entendemos que sería desea-
ble establecer la regulación de las entida-
des de resolución de conflictos en el
ámbito de los servicios financieros dentro
de esta Ley, no debiendo remitirse esos
aspectos a la futura regulación a la que se
refiere el Anteproyecto (disposición adi-
cional cuarta). Así, en este desarrollo de-
berían contemplarse, en su caso, las
especificaciones de estos servicios, te-
niendo en cuenta la competencia estatal
exclusiva al respecto.

Voto particular que formulan los consejeros del grupo tercero del CES don José M.ª
Algora Jiménez, don Genaro Amigo Chouciño, doña Isabel Ávila Fernández-Monge,
doña Jerónima Bonafé Ramis, don Claudio Cabaleiro Villanueva, doña Arantza
Lascurain Arteche, don Félix Martín Galicia, don Eduardo Navarro Villarreal, don
Domiciano Pastor Martínez, don Juan Antonio Pedreño Frutos, don Gustavo Samayoa
Estrada y don Carlos Sánchez-Reyes de Palacio

Madrid, 14 de mayo de 2015




